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Introducción
Desde el año de 1998, se ha invitado al Comité Internacional de la Cruz Roja “CICR” a dialogar con los representantes de los Estados miembros de la OEA en el marco de reuniones de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente. Como resultado de estas reuniones, se han estrechado los vínculos de cooperación entre las dos instituciones y se ha permitido y facilitado un intercambio fructífero sobre los conceptos, realidades y retos del Derecho Internacional Humanitario (DIH) en el hemisferio. En ellas, el CICR ha presentado importantes informes sobre la implementación de la diferente normativa del DIH a nivel de los Estados y las organizaciones del continente. 

En particular, la Resolución AG/RES. 1944 (XXXIII-O/03) adoptada en la última Asamblea General de la OEA, encomienda al Consejo Permanente a que, con el apoyo de la Secretaría General, continúe organizando sesiones especiales, con objeto de reafirmar la pertinencia y actualidad del DIH.  En cumplimiento de este mandato se ha convocado a la presente sesión especial de la CAJP.

Esta sesión persigue los mismos objetivos que las sesiones similares realizadas en el pasado.   Es decir, intenta promover un intercambio fructífero sobre los conceptos, realidades y retos del DIH, con énfasis especial en aquellos que se refieren y afectan a los países del hemisferio.  

En cumplimiento de la Resolución AG/RES. 1929 (XXXIII-O/03), adoptada durante el último período ordinario de sesiones de la Asamblea General, también se ha incorporado en la agenda de esta sesión especial el tema relacionado con la Corte Penal Internacional.  
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I.
APLICACIÓN NACIONAL DEL ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL
A. Invitado Especial, doctor Luis Moreno Ocampo. Fiscal de la Corte Penal Internacional (CPI)

El doctor Moreno Ocampo inició su presentación describiendo el alcance de la jurisdicción y la competencia de la Corte Penal Internacional (CPI). Explicó que la función primordial de la CPI es investigar y juzgar casos relacionados con genocidio, crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad.

En cuanto a la jurisdicción de la CPI, listó las tres posibilidades que existen para iniciar la investigación sobre un caso. Son ellas:

a) Universal: cuando el Consejo de Seguridad de la ONU le remite directamente al Fiscal de la CPI un caso.

b) Estatal: cuando un Estado Parte del Estatuto de Roma le remite al fiscal un caso cobre un crimen cometido en su territorio por un ciudadano de otro Estado Parte del citado Estatuto.

c) Personal: cuando el Fiscal bajo su propia iniciativa, abre un caso contra un ciudadano de un Estado Parte del Estatuto de Roma, por lo general un funcionario público de alta jerarquía.
Aclaró que un caso es admitido, siempre y cuando se demuestre que no se han tomado las medidas necesarias para atender una denuncia de genocidio, crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad en el sistema judicial penal del Estado Parte, ya sea porque el Estado no está en capacidad de abrir el caso o porque no tiene interés en hacerlo.

Explicó que a diferencia de los sistemas de justicia penal nacional, la CPI no cuenta con un cuerpo de policía que lo asista en la determinación (y detención) de la persona que viola el Estatuto de Roma, ni tampoco en la consecución oportuna de las pruebas vinculantes. Por tal motivo, agregó, es necesario que los Estados Parte tomen las medidas administrativas pertinentes para cooperar con las actividades de la CPI.
Comentó además sobre los orígenes de la posición que ocupa como Fiscal independiente, la cual surgió debido a la necesidad de contar con una figura independiente que cuente con el aval de todos los Estados Parte para tomar iniciativa en los casos que sean de la competencia de la CPI.
A continuación habló de la orientación que se le está dando a la función de la CPI, ya que en vez de ser sólo un tribunal penal, está incorporando entre sus funciones, la de estudiar las causas de los crímenes que son denunciados ante ella y en la medida de las posibilidades cooperar con el Estado Parte involucrado para, a través de mecanismos de cooperación, lograr que dicho Estado Parte colabore en el establecimiento de la verdad y ofrezca soluciones conciliatorias, y las correspondientes compensaciones y reparaciones.  Señaló que en la mayoría de los casos el problema más complejo es lograr que los Estados Parte reconozcan su participación en estos crímenes y reparen los daños hechos.

Adicionalmente describió la función preventiva de la CPI, a través de la cual se establecen compromisos con los Estados Parte y se procura que se incorporen en ellos los estándares de justicia de la propia CPI.  Resaltó que en este campo, el contacto y la cooperación con la Organización de los Estados Americanos es ya de reconocida importancia para la CPI y espera lograr avances importantes ahora que se ha establecido la comunicación entre la OEA y el CPI.

B. José Antonio Guevara, Coordinador América Latina, Coalición CPI 

· Embajador Juan Manuel Castulovich, Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la Organización de Estados Americanos y Representante Permanente de Panamá

· Doctor Luis Moreno Ocampo, Fiscal de la Corte Penal Internacional

· Doctor Dino Carlos Caro Coira, Profesor de la Pontificia Universidad Católica del Perú

· Excelentísimos Embajadores y representantes de los gobiernos de los Estados Americanos,

i.
Reciban todos ustedes un afectuoso saludo de la Coalición Internacional por la Corte Penal Internacional y de nuestro Coordinador General el señor William R. Pace. A nombre de la Coalición quisiera extender nuestro más profundo agradecimiento a la Organización de Estados Americanos, en concreto a su Secretaría General, por darnos la oportunidad de participar en esta importante reunión de discusión y análisis sobre la promoción y respeto del Derecho Internacional Humanitario, en particular sobre uno de los instrumentos de represión penal más significativo con que la humanidad cuenta actualmente: la Corte Penal Internacional.

ii.
La Coalición que tengo el honor que representar, es la principal institución no gubernamental que se dedica a facilitar el flujo de información relativa a la Corte Penal Internacional alrededor del mundo, además de promover la ratificación universal del Estatuto de Roma y la implementación del mismo en los derechos nacionales. Nos integramos por más de 1,300 organizaciones no gubernamentales en todo el mundo. De ellas 375 se encuentran en la región Americana, distribuidas de la siguiente manera: 222 en los Estados Unidos de América; 123 en los Países Latinoamericanos; 25 en Canadá y 5 en el Caribe. Estos datos reflejan el número de organizaciones que trabajan efectivamente con nosotros y contactamos e intercambiamos regularmente información; más sin embargo hay muchas otras organizaciones que se dedican a la promoción, por ejemplo de la ratificación del Estatuto de Roma y su implementación en el derecho interno, además de que existen muchas otras que abogan por el respeto de la integridad del Estatuto frente a los embates que ya ustedes conocen, tanto de órganos de organizaciones internacionales como de países de manera bilateral. Pero no me referiré a estos dos delicados e importantísimos asuntos que requieren de un detallado estudio jurídico por parte de los gobiernos de la Región Americana, o de órganos jurídicos de la Organización de Estados Americanos como el Comité Jurídico Interamericano, como ya se ha hecho, por ejemplo, en el marco de la Unión Europea.

iii.
En la Coalición, al igual que los Estados Miembros de la Organización de Estados Americanos, según se desprende en su más reciente resolución AG/RES. 1929,
/ celebramos que la Corte sea hoy día una realidad. Por primera vez en la historia los ciudadanos del mundo contamos con una Corte Internacional permanente, con capacidad para juzgar a las personas responsables de haber cometido los peores crímenes de trascendencia para la humanidad, incluidas por supuesto las violaciones al derecho internacional humanitario, en casos de conflictos armados internos e internacionales. Celebramos que la CPI cuente con sus 18 magistrados, con su Fiscal en jefe, con uno de los dos fiscales adjuntos, con su Secretario; así como también con los integrantes del Consejo de Dirección del Fondo Fiduciario en Beneficio de las Víctimas y los miembros del Comité de Presupuesto y Finanzas de la Corte. Es indiscutible el alto nivel de compromiso y apoyo que la región americana ha mostrado y sobre todo empleado en la conformación de la CPI, en esta primera etapa. Ello se refleja en lo bien representada que se encuentra en la misma. El apoyo decidido de los gobiernos ha logrado que tengamos, de entre los 18 magistrados que la componen, a jueces originarios de cinco países del continente: Brasil, Bolivia, Canadá, Costa Rica y Trinidad y Tobago. También, de las siete magistradas que componen el tribunal dos de ellas provienen de países de la región. Además, el Fiscal de la CPI aquí presente es de nacionalidad Argentina, con reconocida y notable experiencia en la investigación de crímenes de lesa humanidad.

iv.
Pero ese apoyo y compromiso no solo es necesario para la conformación e instalación física de la Corte. La CPI para ser un verdadero instrumento de justicia universal requiere de la ratificación de todos los países del mundo. Hasta ahora el avance en las ratificaciones ha sido ejemplar. En tan solo cinco años y ocho meses contados a partir de la aprobación del Estatuto de Roma el 17 de julio de 1998, hemos logrado que casi la mitad de los países del mundo hayan ratificado. En efecto, son 132 los países que han firmado el ER y 92 que lo han ratificado o han accedido a él.

Ese mismo porcentaje de involucramiento mundial, lo vemos reflejado en la realidad de la OEA, en casi los mismos términos o porcentajes. De los 35 Estados del Continente Americano, 26 han firmado el Estatuto y 19 lo han ratificado o accedido a él. De los 16 que no han ratificado o accedido, 1 país no muestra ningún interés en hacerlo,
/ otro Estado tiene un gobierno de transición y está saliendo de una complicada situación humanitaria,
/ en otro caso el Estatuto está en el congreso para aprobación,
/ en otros 2 casos el Ejecutivo ha encomendado a un grupo interministerial el estudio del Estatuto,
/ en 3 casos una reforma constitucional, que permitirá la ratificación o accesión del Estatuto de Roma está en curso,
/ en 4 Estados los respectivos Ejecutivos han expresado el interés de su gobierno de ratificar o acceder pronto y no han explicitado ningún problema de constitucionalidad
/, y finalmente, en otros 4 casos no hay información pública relevante que nos permita observar el status en el que se encuentra el proceso de la ratificación o accesión,
/ sin embargo, esos últimos cuatro países forman parte de un subgrupo regional dentro del continente americano, el CARICOM, y en una sesión reciente los jefes de Estado manifestaron conjuntamente la intención de ratificar o acceder al Estatuto de Roma en un breve periodo de tiempo.
/
La ratificación de todos los países de la región evitaría que este lado del mundo, o parte de el, sea refugio para los responsables de haber cometido los peores crímenes para la humanidad. Pero la ratificación universal del Estatuto no es suficiente para que la CPI sea un instrumento eficaz para erradicar la impunidad.

v.
Además de los esfuerzos por lograr la ratificación o accesión al Estatuto de Roma de todos los países que forman parte de la OEA, para que el sistema de justicia de la Corte Penal Internacional sea verdaderamente efectivo, es necesario que los Estados partes del Estatuto incorporen las obligaciones que de él se derivan, tanto implícita como explícitamente, a su derecho interno. En particular, me refiero a las obligaciones de tipificar en sus derechos internos los crímenes sobre los que tendrá competencia la CPI y sobre todo adoptar legislación o modificar las legislaciones existentes para que las autoridades nacionales puedan cooperar plenamente con la CPI, en particular con el Fiscal en sus investigaciones. Recordemos que el artículo 88 del ER señala que "Los Estados Partes se asegurarán de que en el derecho interno existan procedimientos aplicables a todas las formas de cooperación especificadas en la [...] parte" IX del Estatuto de Roma.

Hemos escuchado por el Fiscal de la CPI, que está investigando los crímenes atroces que se han cometido en el territorio de Uganda a partir del 1° de julio de 2002, y específicamente los perpetrados en febrero pasado. Ello nos lleva a pensar en la urgencia que deben tener los Estados del mundo para legislar sobre todo en materia de cooperación con la Corte. Es inminente el inicio de solicitudes de cooperación por parte del Fiscal, y por desgracia, salvo Canadá, NINGUNO de los Estados partes del Estatuto de Roma y que sean miembros de la OEA cuentan con legislación de implementación que les permitirá cooperar plenamente con la CPI. Si bien es cierto que varios países de la región han modificado sus códigos penales para incorporar los crímenes de genocidio, guerra y lesa humanidad, en lo que se refiere a la cooperación solamente vemos un puñado de proyectos de leyes, algunos en fases avanzadas, pero que llevan meses o años sin aprobarse.

Me pregunto ¿Que harán los Estados Americanos, sean partes o no partes del Estatuto de Roma, si el Fiscal les solicita que cooperen con él en la investigación de ciertos crímenes? Los Estados partes no pueden negar la cooperación bajo el argumento de que no cuentan con normas aplicables de su derecho interno para hacerlo. Ya he mencionado hace unos minutos que de conformidad con el Estatuto, los Estados deben cumplir con su obligación de cooperar "plenamente" con la CPI. Los segundos, los Estados no partes, de negar una solicitud de cooperación con la CPI se pueden convertir en refugio de genocidas, criminales de guerra y de lesa humanidad. Además, me pregunto ¿qué harán los Estados no partes si es el Consejo de Seguridad el que en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 13 b) del Estatuto de Roma es quien le remite la situación a la CPI y prima facie sus instituciones están en capacidad para cooperar? El Estatuto ofrece una salida generosa para los Estados no partes ya que les permite celebrar un acuerdo especial con la CPI; sin embargo, de no cumplir con una medida o solicitud de cooperación de aquella, porque el acuerdo, por ejemplo, no es autoejecutable en el derecho interno o no hay normas internas que le permitan al Estado cumplir, entonces la CPI puede informar de este incumplimiento al Consejo de Seguridad.

Estoy seguro, que los aquí presentes, coincidimos en que una medida del Consejo de Seguridad es obligatoria para todos los Estados del mundo de conformidad con la Carta de la ONU, y ninguno de los gobiernos podría negar esa cooperación por falta de legislación. Tan es así que hemos visto como países con liderazgo en la lucha contra la impunidad, en el pasado no muy lejano, han logrado que sus tribunales incorporen el derecho internacional consuetudinario en sus resoluciones y han entregado personas que han sido acusadas por uno de los tribunales ad hoc creados por dicho Consejo, sin contar con legislación de cooperación. Sin embargo, esta posibilidad de que los tribunales apliquen derecho internacional consuetudinario es poco usual, y donde se ha tenido la costumbre de hacerlo, por desgracia, se quiere limitar.

vi.
Pero la implementación del Estatuto y la cooperación plena no es todo lo que se necesita para que la Corte funcione de manera adecuada; es decir, para que la CPI asegure un juicio justo con las debidas garantías internacionalmente reconocidas, los países que se vean involucrados de una manera directa o indirecta en las investigaciones o enjuiciamientos, deben de tomar medidas al respecto. En particular me refiero a medidas tendentes a garantizar las inmunidades y privilegios que deben de tener abogados defensores y todas aquellas personas involucrados en las investigaciones y enjuiciamientos de la Corte de manera igualitaria a las de los principales funcionarios de dicho tribunal. 

Al respecto, es de suma importancia recordar que la Asamblea de los Estados Partes de la CPI aprobó en su primer periodo de sesiones, en septiembre del 2002, el Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades de la CPI, que amplia las inmunidades reconocidas para los principales funcionarios de la Corte en el artículo 48 del ER. Con este Acuerdo se pretende asegurar que todos los Estados, al ratificar ofrezcan y respeten en el marco de sus jurisdicciones los privilegios e inmunidades necesarios para que la CPI funcione y cumpla con sus fines. Es decir, este Acuerdo garantiza, por ejemplo, que los locales y vehículos de la Corte identificados por su emblema sean inviolables por las autoridades de los Estados que lo hubieren ratificado. Además, se garantizará que los bienes de la Corte, incluidos archivos y documentos, gozarán de inmunidad de allanamiento, incautación, requisa, decomiso, expropiación, etcétera. Lo relevante para efectos del juicio justo es que el Acuerdo, reafirma las inmunidades de los principales funcionarios, pero los amplía a otros funcionarios menores de la CPI, así como también a los abogados y personas que asisten a los abogados defensores; además de que protege a testigos, víctimas, peritos y otras personas cuya presencia se requiera para el desahogo de las investigaciones y enjuiciamientos de la Corte. 

A pesar de la importancia que este instrumento supone, a la fecha solamente 47 Estados han firmado el Acuerdo y solo 6 lo han ratificado o accedido a él y, hasta hace unas horas solo 11 países de las Américas lo habían firmado
/ y nada más 1 de los 6 que han ratificado alrededor del mundo, es de esta región.
/ Los Estados de la Organización de Estados Americanos deben tener presente que la fecha permitida para firmar dicho tratado está por concluir el próximo 30 de junio de 2004.

vii.
Para concluir, la Coalición es de la opinión que la CPI para ser verdaderamente un instrumento que disuadirá la perpetración de los peores crímenes requiere de una aceptación universal de su jurisdicción. Por consiguiente exhortamos a los 16 países de la región que no lo hubieren hecho a que ratifiquen o accedan al ER. A los 34 Estados americanos los urgimos a firmar y ratificar el Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades de la CPI, a la brevedad posible.

Además, para que los países no sean refugio de los responsables de haber cometido los peores crímenes para la humanidad es necesario que cuenten con legislación adecuada que les permita, por un lado, juzgar por sus tribunales nacionales por lo menos los crímenes de competencia de la CPI que se hubieren cometido en cualquier parte del mundo,
/ no solo en su territorio o por sus nacionales; y en segundo lugar, es importante que dicha ley le permita y facilite a las autoridades del país cumplir con la obligación de cooperar plenamente con la CPI, en sus investigaciones y enjuiciamientos.

Como mencioné al inicio de esta breve presentación, en la región hay cientos de organizaciones no gubernamentales pujando por todo lo que he mencionado, y para ellos, es fundamental contar con el apoyo externo de países y organizaciones internacionales para seguir con su trabajo. Las resoluciones de la Asamblea General de la OEA de apoyo a la CPI han sido sumamente útiles para quienes buscan convencer en sus parlamentos, ejecutivos y gremios profesionales, de la importancia de la CPI. Por ello, si los Estados miembros de la OEA aquí presentes coinciden en esta importancia de la CPI, la Coalición los insta a que promuevan una resolución de apoyo a la CPI de la Asamblea General de la OEA en su próximo periodo de sesiones que tendrá lugar en el mes de junio próximo en Ecuador.

José A. Guevara B., Coordinador para América Latina y el Caribe de la Coalición por la Corte Penal Internacional
C. Dino Carlos Caro Coira. Profesor de Derecho Penal. Pontificia Universidad Católica del Perú. Perú 

(Documento pendiente)

Diálogo sobre el tema

Varias Delegaciones confirmaron su apoyo a la labor que adelanta la Corte Penal Internacional, ofrecieron su colaboración en la consecución de los objetivos de dicho tribunal e insistieron en que se mantenga una estrecha relación de cooperación y comunicación entre la Corte Penal Internacional y la Organización de los Estados Americanos (a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, entre otros), para lo cual mencionaron harán sus mejores esfuerzos.

Otras Delegaciones resaltaron la importancia de la labor innovadora de la corte como órgano que procura medidas para la prevención de los crímenes que se encuentran bajo su jurisdicción.
Algunas Delegaciones le solicitaron a la CPI estar atenta a los resultados no previstos de la lucha contra el terrorismo, pues en ella se pueden cometer genocidios y pueden ocurren muertes que se tachan de accidentales. Expresaron que en  su opinión esta lucha antiterrorista puede tener matices de acción bélica. Recomendaron además, estar atentos a la incitación a la violencia y ataques a los ciudadanos e instituciones de un país, por parte de los medios de comunicación.
Varias Delegaciones comentaron sobre su preocupación y sus esfuerzos en la arena internacional por evitar la impunidad de las violaciones al derecho internacional humanitario.

Otras Delegaciones afirmaron que en su concepto, el fortalecimiento de las instituciones internacionales debe ser subsidiario del fortalecimiento de las instituciones judiciales nacionales, aspecto en el cual existen muchas deficiencias al interior de algunos Estados.
II. CINCUENTENARIO DE LA CONVENCIÓN DE LA HAYA DE 1954 PARA  LA  PROTECCIÓN  DE LOS BIENES CULTURALES EN CASO DE CONFLICTOS  ARMADOS: RETOS, LOGROS Y PERSPECTIVAS EN LAS AMÉRICAS 
Ana Elizabeth Cubias, Secretaría Permanente de la Comisión de Derecho Internacional Humanitario. El Salvador. 
(Documento pendiente)
Diálogo sobre el tema

Las Delegaciones reconocieron los esfuerzos realizados por el Gobierno Salvadoreño en materia de educación para la protección de los bienes culturales durante conflictos armados, reflejo de lo cual es el avanzado estado de los mecanismos de capacitación que han sido implementados en dicho país para la protección de sus bienes culturales.

De la misma forma agradecieron el material de capacitación que les fue entregado por la doctora Cubías y mencionaron la posibilidad de establecer estrategias de cooperación con El Salvador para conocer sobre su experiencia en la implementación de los avanzados programas que ha logrado desarrollar en este tema.
III. DESAFÍOS ACTUALES DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO
A. Anton Camen, Asesor Jurídico, Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR).

Señor Presidente,

Excelentísimos Señoras y Señores,

Distinguidos Delegadas y Delegados,

Señoras y Señores,

En nombre del Comité Internacional de la Cruz Roja quisiera expresar nuestra profunda gratitud al Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos y su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos por haber convocado nuevamente una sesión especial dedicada a la promoción y el respeto del derecho internacional humanitario.

El consagrar una sesión especial al derecho internacional humanitario muestra el fuerte compromiso de los Estados americanos con la causa humanitaria y la preocupación para con los sufrimientos de las víctimas de la violencia armada.

Señor Presidente,

El derecho internacional humanitario resulta de la íntima convicción de todos los pueblos de que incluso en las situaciones de violencia extrema existen límites que nadie puede sobrepasar. Constituye entonces la última barrera antes de que la violencia se vuelva pura barbarie. El hecho de que los Convenios de Ginebra de 1949 sobre la protección de las víctimas de la guerra cuentan con 191 Estados Partes deja constancia del impresionante consenso que existe al respecto.  

Según estos Convenios, sus dos protocolos y los otros tratados de derecho internacional humanitario, las personas que no participan en las hostilidades están amparados contra las amenazas a su vida o su dignidad, los bienes que no contribuyen al esfuerzo militar están protegidos contra los ataques e incluso los combatientes gozan de una protección contra medios y métodos de combate que causan sufrimientos excesivos. 

Sin embargo, estas reglas parecen sumamente difíciles a aplicar. No es porque son tan complejas que las partes en los conflictos no pueden respetarles. Normalmente no se requieren investigaciones profundas para determinar la legalidad de un arma o el estatuto jurídico de una persona para respetar el derecho. Hoy día los genocidios se hacen a machetazos y las víctimas son las poblaciones civiles. Pero sí lo que se necesita es un poco de humanidad.   

El principal desafío del derecho internacional humanitario es esencialmente un problema humano. El verdadero reto es lograr que los actores modernos de la violencia lo respeten. Si eso casi nunca podía darse por entendido, por lo menos había partes en el conflicto cuyas ideologías y objetivos eran generalmente reconocibles. Obedecían a una jerarquía y estaban más o menos estructuradas. Hoy en cambio, muchos de los actores parecen perseguir metas difusas que implican la destrucción del otro por el mero hecho de que es diferente. Casi no hay una cadena de mando que pudiera garantizar un comportamiento definido.

En muchos de los conflictos contemporáneos existe además una tendencia de mezclar metas políticas y privadas. En efecto, parece que las partes en muchos de los conflictos de hoy día recorren a la violencia armada para obtener beneficios privados. Es decir que los conflictos armados constituyen incluso una fuente de enriquecimiento para los portadores de armas, al detrimento del Estado por el cual entrañan gastos políticos, económicos y sociales enormes que pueden conducir al fracaso de las instituciones estatales – y no únicamente de un gobierno. El vacío se llena entonces por grupos armados y por organizaciones criminales que se dedican al tráfico de narcóticos, diamantes, productos forestales, armas y seres humanos. 

Así se ha instalado una simbiosis entre los delincuentes y las partes en el conflicto o incluso estos últimos se han convertido en criminales. La ganancia económica sustenta el conflicto y lo prolonga a veces sin perspectiva de alcanzar un término. En este sentido la lucha por el control de los recursos naturales da un nuevo significado al axioma bellum se ipse alet, la guerra se alimenta de la guerra. 

Las personas civiles que ya constituyen regularmente más de 90 % de los muertos y heridos son explotadas por las partes en el conflicto las cuales extorsionan recursos sin escrúpulos, recurren a secuestros y cometen otros actos criminales. La tendencia de los grupos armados de mezclarse con la población de la cual se aprovechan, complica aún más el problema, pues conduce a sus adversarios a lanzar ataques sin discriminar entre combatientes y civiles. 

Finalmente, dicha discriminación desaparece completamente en los conflictos donde la población civil es considerada como el verdadero objetivo por razones étnicas o religiosas. Socava toda la lógica del derecho internacional humanitario que se basa en la suposición de que las hostilidades tienen como objetivo nada más el debilitar la capacidad militar del adversario.  

Cabe notar que en varios países de América Latina como en Guatemala, México o Nicaragua también existen fricciones a raíz de cuestiones étnicas. Afortunadamente no tomaron la forma de conflictos armados como en Ruanda o Bosnia–Herzegovina aunque hay que preguntarse lo que significa la constatación de la Comisión de la Verdad y de la Reconciliación peruana según la cual 75 % de las víctimas de la violencia armada en el Perú entre 1980 y 2000 tenían el quechua como idioma materno. 

Las violaciones a gran escala del derecho internacional humanitario son también posibles porque las armas que se emplean pueden conseguirse con facilidad. Son armas portátiles y ligeras que tienen un bajo costo y un alto poder de destrucción, son fáciles de manejar y casi no requieren mantenimiento, lo que les convierte en las armas idóneas para los grupos armados que buscan obtener ventajas o solucionar problemas por medios violentos. Armas ligeras como fusiles de asalto, ametralladoras o granadas suelen ser duraderas, pues siguen funcionando por muchos años después de las hostilidades, lo que conduce a que se mantenga, en muchas regiones, un alto nivel de violencia no obstante el cese de combates. 

Señor Presidente,

En el continente americano nos enfrentamos a muchas de estas tendencias sobre todo en Colombia donde las violaciones del derecho internacional humanitario siguen causando sufrimientos indescriptibles al diario, y luto profundo. 

En otras partes de la región los retos del derecho internacional humanitario son de otra índole. 

La mayoría de los Estados no viven en un conflicto armado y por lo tanto el derecho internacional humanitario no se aplica. Sin embargo, ocurren con cierta regularidad situaciones de violencia interna que causan muertos y heridos, provocan desapariciones y privan a personas de su libertad arbitrariamente. 

El reto entonces no concierne tanto la aplicación del derecho internacional humanitario como tal, si no más bien la aplicación de los principios de humanidad y los dictados de la conciencia pública que sustentan dicho derecho para salvaguardar a la persona humana en cualquier circunstancia. Se derivan de ellos las reglas fundamentales que protegen quienes no participan, o ya no participan, en la violencia, así como reglas que limitan los medios y métodos de ejercer la violencia. En cierta medida comparten valores del derecho de los derechos humanos. 

Ahora bien, contrariamente al derecho internacional humanitario, el derecho de los derechos humanos parece carecer de precisión cuando se trata de regular la violencia armada. Por ejemplo, es mucho más difícil determinar el grado de violencia que se puede emplear en una situación de violencia que no califica como conflicto armado que en el marco de una guerra donde existen categorías específicas de personas protegidas.

El derecho internacional humanitario no se puede simplemente trasladar al ámbito de las situaciones de violencia interna. Incluso resulta peligroso recurrir a reglas concebidas para la guerra, en donde existen condiciones específicas que no se presentan en otras situaciones. Una de ellas es la presencia de objetivos cuya destrucción se considera legítima por que contribuye a debilitar las fuerzas del adversario. Como corolario hay otros elementos que no pueden ser atacados, como las personas y los bienes civiles. 

Este concepto de discriminación falla en las situaciones de violencia interna donde, por definición, no pueden existir objetivos militares y el derecho a la vida es absoluto.   

Acontecimientos como aquellos ocurridos en Bolivia en septiembre y octubre del año pasado, traen el riesgo de una intervención de las fuerzas armadas. Es un riesgo porque tales situaciones no corresponden a la misión principal de las fuerzas armadas la cual consiste en conducir la guerra. 

Los miembros de las fuerzas armadas están, o deberían estar, capacitados para ejecutar esta misión en armonía con el derecho internacional humanitario. Es un requisito para ser eficaz y evitar incurrir en sanciones por posibles violaciones. 

Sin embargo, con miras a la creciente utilización de las fuerzas armadas, incluso las llamadas fuerzas de seguridad a mandato difuso, para actuar en contextos que no son conflictos armados sino más bien otras situaciones de violencia interna, tales como tensiones internas o disturbios interiores, cabe decir que el derecho internacional humanitario no se presta para solucionar dichas situaciones.

En efecto, se volvió a repetir en varios contextos que los daños causados por ciertas armas y por una deficiente formación de los actores estatales, no tenían ninguna relación con el objetivo buscado, lo que provocó sufrimientos innecesarios y desproporcionados. En otras palabras, en muchos casos la elección de los medios para contrarrestar los disturbios claramente no es adaptada a la finalidad de restaurar el orden porque entraña graves violaciones de los derechos de las personas afectadas.  

La intervención de las fuerzas armadas en tales contextos conduce invariablemente a confusiones. Necesita una conciliación con un régimen legal que difiere fundamentalmente del orden jurídico vigente en los conflictos armados.

En situaciones de violencia interna el empleo de las armas letales se limita a lo estrictamente inevitable para proteger una vida, el uso de la fuerza no puede ser ofensivo sino únicamente defensivo, el daño ocasionado por terceras partes no puede balancearse con la necesidad de alcanzar un objetivo y este último no puede consistir en causar la muerte.  

La experiencia comprueba que las fuerzas armadas generalmente no están preparadas para afrontar situaciones de violencia interna. Su utilización entraña con frecuencia sufrimientos que podrían evitarse si las reglas que rigen dichas situaciones fueran correctamente aplicadas. Por lo tanto no deben intervenir en tales contextos.

Señor Presidente,

Las reglas que restringen la violencia armada se aplican a actores estatales como a actores no estatales. Nadie está por encima de la ley. Las violaciones de estas reglas deben ser castigadas de manera consecuente cualquiera que sea la pertenencia de los responsables. Eso implica tribunales que ofrecen todas las garantías esenciales de independencia e imparcialidad. 

Al respecto cabe notar por un lado que la organización de la justicia militar en varios Estados de América Latina parece comprometer el respeto del debido proceso. En este sentido, resultan positivos los esfuerzos de reforma de la justicia militar que se llevan a cabo en ciertos países.

Por otro lado, hay que recordar que no es aceptable que gobiernos califiquen a sus oponentes de "terroristas", con la sola finalidad de que, en caso de arresto o de captura, no tengan derecho a un debido proceso. La llamada lucha contra el terrorismo, si bien es necesaria y legítima, no debe socavar los valores en los que ha de fundarse la sociedad, en particular la protección de la dignidad humana de conformidad con el derecho internacional.

Cuando las violaciones, incluso los actos de terrorismo, se cometan en el marco de un conflicto armado y constituyan crímenes de guerra el derecho internacional, en particular los Convenios de Ginebra de 1949, imponen expresamente la obligación a los Estados de perseguir y enjuiciar a los perpetradores. Además, establece un sistema de represión que debería impedir que los responsables de tales crímenes pudieran refugiarse. En efecto, impusieron una jurisdicción universal según la cual todos los Estados deben castigar a los criminales de guerra, o extraditarles, sin importar el lugar del crimen ni la nacionalidad del responsable o de la víctima. 

Este sistema constituye una de las herramientas más fuertes a la disposición de los Estados para responder a las graves violaciones del derecho que caracterizan tanto los conflictos armados contemporáneos. Sin embargo, aunque está vigente desde hace décadas todavía no todos los Estados lo han implementado en su derecho nacional, incluso en América Latina y el Caribe. 

No se puede insistir lo suficiente en la importancia de aplicar la normativa de los tratados en el ámbito nacional, tanto en materia de la represión penal como en otras áreas. Es un imprescindible requisito para garantizar el respeto del derecho internacional humanitario. Es una condición ineludible para proteger aquellos que sufren las consecuencias de la guerra dondequiera que se encuentren. Es una obligación convencional que todos los Estados se comprometieron a ejecutar sin demora. 

Al respecto cabe subrayar lo provechoso que resulta el apoyo de la OEA a través de resoluciones de la Asamblea General como la AG/RES. 1944 (XXXIII-O/03) de 2003 y la organización de eventos que fortalecen muy concretamente los procesos nacionales como la reunión celebrada en Guatemala en agosto de 2003 que se dirigió a las comisiones nacionales de derecho internacional humanitario. 

La aplicación nacional de los tratados de derecho internacional humanitario es un reto particular y tenemos que enfrentarlo. Las medidas que se deben tomar son, con frecuencia, complejas. Requieren un análisis cuidadoso y una atención permanente por parte de los Estados.   

La falta de respeto del derecho internacional humanitario se debe también a la falta de medidas nacionales de aplicación. Una resulta de la otra si las reglas del derecho internacional humanitario no son conocidas. Tanto los Convenios de Ginebra como sus dos Protocolos y otros tratados enfatizan específicamente la obligación de difundir el contenido de dicho derecho. Todos los que tienen o pudieran un día tener responsabilidades para con la protección de las víctimas de la guerra deben recibir una formación apropiada en derecho internacional humanitario, o por lo menos de sus principios. 

Ello implica en primer lugar que los Estados tienen que garantizar que las fuerzas armadas ajustan su comportamiento al derecho internacional humanitario. Como las fuerzas armadas se alinean de cerca a lo que estipula su doctrina militar, esta última debe integrar dicho derecho cabalmente para que sus reglas puedan servir como pauta de referencia para los militares en situaciones de conflicto armado.



Señor Presidente,

Enfrentar los desafíos del derecho internacional humanitario y aliviar los sufrimientos provocados por la guerra y otras situaciones de violencia, es asunto de todos. La cooperación entre los Estados y con organizaciones internacionales como la OEA, no puede sino contribuir a concertar los esfuerzos para mejorar el respeto del derecho internacional humanitario. Las víctimas esperan que las palabras se traduzcan en acción. 



Muchas gracias, señor Presidente.

B. Presentación de Brian Tittemore, Especialista Principal, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sobre los problemas que enfrenta actualmente el Derecho Internacional Humanitario 

Sr. Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos,

Distinguidos representantes de los Estados miembros y observadores de la 
Organización,

Señoras y señores:


Quisiera empezar por agradecer a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la OEA y al Comité de la Cruz Roja Internacional por invitarme a exponer sobre los problemas que enfrenta actualmente el derecho internacional humanitario. También, quisiera clarificar que participio en este evento en mi capacidad personal y no como un representante de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  


En los últimos diez años, he trabajado en asuntos del derecho internacional humanitario desde la perspectiva del derecho internacional criminal y del derecho internacional de los derechos humanos, en mi calidad de Investigador Asociado Principal y actuando como Director Ejecutivo de la Oficina de Investigaciones de Crímenes de Guerra de American University, y en mi cargo actual de Abogado de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Durante este período, se han producido acontecimientos extraordinarios en relación con la aplicación del derecho internacional humanitario. Uno de los avances más significativos, que es también una tema de un panel hoy, como lo fue la creación de la Corte Penal Internacional como institución judicial internacional permanente, con facultades para procesar graves violaciones del derecho internacional humanitario, entre otros delitos internacionales. La última década también fue testigo de la creación de los tribunales penales ad hoc para la ex Yugoslavia y para Rwanda, así como de tribunales “mixtos” o “híbridos” para Sierra Leona, Timor Oriental y Camboya, todo lo cual comprende cierta competencia para interpretar y aplicar el derecho internacional humanitario.


Pese a estos acontecimientos, persisten numerosos obstáculos a los esfuerzos por dar efecto al derecho internacional humanitario, algunos de ellos, de larga data, que incluyen la necesidad de contar con mecanismos efectivos para supervisar el cumplimiento de las normas vigentes del derecho internacional humanitario y nuevas medidas para fomentar su conocimiento de parte de los funcionarios del Estado y de las poblaciones, en términos más generales. Otros problemas son más recientes y, entre ellos, me propongo examinar hoy con más detalle dos de estas temas: definiendo mejor la interrelación entre los derechos humanos internacionales y el derecho humanitario, como aplican en los conflictos armados; y elaborando sobre la función del derecho internacional humanitario en la lucha mundial contra el terrorismo.


Con respecto a la primera cuestión, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han estado al frente de los esfuerzos para avanzar en la forma en que los derechos y obligaciones estipulados por el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario interconectan en situaciones de conflicto armado. Tanto la Comisión como la Corte, así como la Corte Internacional de Justicia, comparten el punto de vista de que el derecho internacional de los derechos humanos sigue aplicándose durante tiempos de guerra, salvo en la medida en que las cláusulas de derogación puedan ser correctamente invocadas en situaciones de emergencia, pero que la interpretación y aplicación particular de las disposiciones de los tratados de derechos humanos pueden tener que ser determinadas por la lex specialis aplicable, a saber, el derecho internacional humanitario, concebido para regular la conducción de las hostilidades. La manera precisa en que el derecho internacional humanitario debería aplicarse a las protecciones de los derechos humanos durante los conflictos armados sigue siendo, sin embargo, un tema polémico. Se sigue debatiendo, por ejemplo, sobre si los órganos supervisores, de conformidad con las convenciones internacionales de derechos humanos, tienen competencia para determinar violaciones del derecho internacional humanitario cuando investigan supuestas violaciones de los derechos humanos en situaciones de conflicto armado. Otras cuestiones que siguen siendo un reto se refieren específicamente a la forma en que se aplican las normas de protección en ciertas áreas sustantivas del derecho de los derechos humanos durante los conflictos armados. Estas incluyen, por ejemplo, el derecho a la libertad, donde las disposiciones del derecho internacional humanitario pueden permitir la detención o internamiento de individuos durante períodos de tiempo y que estén sujetos a medidas de supervisión que normalmente estarían prohibidas de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos. También es de notar que los tribunales internacionales ad hoc creados en los últimos años han tenido la ocasión de abordar el papel de las normas actuales de derechos humanos al adjudicar responsabilidad delictiva a un individuo por graves violaciones del derecho internacional humanitario. Con la creación de más cortes, tribunales y comisiones internacionales, cuyas responsabilidades abarcan la investigación de violaciones del derecho internacional cometidas en conflictos armados, esperamos que siga el debate y las deliberaciones sobre estos temas tan importantes. 


La segunda tema que quisiera discutir, la aplicación del derecho internacional humanitario a situaciones en que se puede producir la violencia terrorista, no es un asunto totalmente nuevo. En efecto, el artículo 33 del Cuarto Convenio de Ginebra de 1949 reconoce que pueden ocurrir actos terroristas en el contexto de los conflictos armados internacionales, específicamente prohibiendo toda medida de intimidación o terrorismo contra las personas protegidas por el tratado. Pero, lo nuevo, demostrado cruda y trágicamente el 11 de septiembre de 2001, es que la naturaleza de la amenaza terrorista que enfrenta la comunidad mundial se ha expandido cuantitativa y cualitativamente, abarcando a grupos privados con presencia multinacional y capacidad para perpetrar ataques armados contra los Estados. Ello, a su vez, plantea y probablemente siga planteando, problemas difíciles en cuanto al alcance y la manera en que se aplica el derecho internacional humanitario contemporáneo a situaciones de terrorismo internacional, y sobre la posible necesidad de incorporar aclaraciones, ajustes o cambios para efectivamente regular esta forma de violencia.


La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en su Informe de 2002 sobre el Terrorismo y los Derechos Humanos, formuló varias observaciones sustanciales vinculadas a la interrelación entre el derecho internacional humanitario y el terrorismo. Primero, la Comisión rechazó categóricamente toda idea de que el derecho internacional, incluido el humanitario, sea irrelevante o inaplicable a la campaña antiterrorista posterior al 11 de septiembre. Esta conclusión se ve reforzada por el artículo 15 de la Convención Interamericana Contra el Terrorismo, que dispone que ninguna de sus disposiciones será interpretada en el sentido de que afecta otros derechos y obligaciones de los Estados y los particulares conforme al derecho internacional, incluido el derecho internacional humanitario. La Comisión también reconoció que las acciones terroristas o antiterroristas, en algunas circunstancias, pueden dar lugar a conflictos armados u ocurrir en el contexto de conflictos armados, según definición del derecho internacional humanitario. Más particularmente, la Comisión señaló que las instancias de terrorismo pueden abarcar una violencia organizada de intensidad y duración suficiente como para constituir un conflicto armado. Al mismo tiempo, la Comisión advirtió que el terrorismo no puede equipararse al conflicto armado – los conceptos de terrorismo y de guerra son distintos y la existencia de un conflicto armado sólo puede determinarse mediante la aplicación a cada caso de los criterios adecuados del derecho internacional humanitario. También, la Comisión observó que, aparte de constituir el detonante de conflictos armados, las acciones de terrorismo o antiterrorismo pueden producirse como actos discretos dentro de un conflicto armado existente, en cuyo caso tales acciones estarían también sometidas al derecho internacional humanitario, siempre que los incidentes estén suficientemente vinculados al conflicto armado. Finalmente, la Comisión también subrayó a este respecto que, cuando se verifica la existencia de un conflicto armado, la comisión de actos terroristas no afecta el carácter legal del conflicto, aunque podrían determinar responsabilidad penal individual de parte de quienes participen en los actos, por las correspondientes violaciones del derecho internacional humanitario.


Por lo tanto, en estos respetos, la Comisión consideró posible definir en términos generales la manera en que el derecho internacional humanitario se podría aplicar a las situaciones de violencia terrorista. Al mismo tiempo, la Comisión reconoció que las nuevas manifestaciones de esta violencia demostradas el 11 de septiembre pueden dar lugar a una consiguiente evolución futura del derecho internacional. La Comisión sostiene, por ejemplo, que la comunidad internacional podría considerar que estas formas de terrorismo dan lugar a un nuevo tipo de “guerra terrorista” y, por tanto, elaborar convenciones del derecho internacional humanitario para abordar los conflictos armados que se libren a escala internacional entre Estados y actores que no sean Estados.


En lo que resta de mi exposición, quisiera referirme a dos esferas que merecen particular reflexión, para determinar si es aconsejable o necesario seguir elaborando el derecho internacional humanitario en lo que hace al terrorismo moderno. 


Primero, nuestra experiencia en cuanto a la detención de ciertas personas después del 11 de septiembre y al operativo militar en Afganistán sugieren que podría ser necesaria una mayor aclaración respecto del estatuto y el tratamiento de las personas que son privadas de su libertad en relación con instancias de violencia terrorista en unos conflictos armados internacionales, cuando esas personas pueden no satisfacer los requisitos tradicionales necesarios para ser consideradas prisioneros de guerra o civiles. La Comisión Interamericana, entre otras instancias, ha insistido en que las personas no comprendidas por las protecciones del Tercer y Cuarto Convenio de Ginebra tienen no obstante derecho a las protecciones básicas consagradas en el artículo 75 del Protocolo Adicional I a los Convenios de Ginebra de 1949. Pero, para garantizar la claridad y coherencia en la aplicación de las protecciones del derecho internacional humanitario, podría considerarse la posibilidad de definir explícitamente el estatuto y las protecciones que se otorgan a los detenidos en tales circunstancias.

Una segunda esfera en que la aplicación del derecho internacional humanitario a instancias de violencia terrorista podría exigir un mayor examen se relaciona con la aplicación geográfica y temporal del derecho de los conflictos armados. De acuerdo con la Sala de Apelaciones del Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia, se entiende que el derecho internacional humanitario se aplica desde el inicio de un conflicto armado, y se extiende hasta después de la cesación de las hostilidades, es decir, hasta la concertación de la paz o, en el caso de los conflictos armados internos, hasta que se logre una solución pacífica. Hasta ese momento, se sigue aplicando el derecho internacional humanitario a todo el territorio de los Estados en pugna o, en el caso de los conflictos internos, a todo el territorio en control de una parte, sea que efectivamente existan combates o no en dicho territorio. Pero surgen dificultades al tratar de aplicar esos parámetros a los incidentes de terrorismo internacional de tal magnitud que dan lugar a la aplicación del derecho de la guerra. Como lo demuestra la historia reciente, los grupos terroristas internacionales con frecuencia atacan numerosos objetivos en distintas jurisdicciones, en momentos diferentes, y la naturaleza de sus motivaciones o propósitos de fondo raramente encajan en el concepto de solución pacífica. En consecuencia, podrían surgir cuestiones complejas en la identificación del territorio al que se aplica un conflicto armado internacional que incluya la violencia terrorista, o en la determinación del fin de ese conflicto.


Estos son sólo algunos ejemplos de los problemas que la comunidad internacional puede enfrentar al tratar de interpretar y aplicar el derecho internacional humanitario en esta era de terrorismo mundial. Por lo tanto, cuando tratamos estas situaciones, tenemos considerar el propósito central del derecho internacional humanitario, a saber, reducir los efectos de la violencia de la guerra en las víctimas de las hostilidades. De esta perspectiva, una de las metas principales de la comunidad mundial en la lucha contra terrorismo debe ser reducir al mínimo la posibilidad de que las personas que ven amenazados sus derechos fundamentales no caigan en las fallas de la protección nacional o internacional.

Muchas gracias por su atención.

IV.
AVANCES RECIENTES A NIVEL HEMISFÉRICO Y UNIVERSAL EN RELACIÓN CON LOS TEMAS A LOS QUE SE REFIERE LA  RESOLUCIÓN AG/RES. 1944 (XXXIII-O/03)
A. Presentación de Anton Camen, Asesor Jurídico, CICR.

Señor Presidente,

Excelentísimos Señoras y Señores,

Distinguidos Delegadas y Delegados,

Señoras y Señores,

Señor Presidente,

Le agradezco por la palabra. Permítame resumir brevemente los mayores avances que se han registrado en el continente americano en materia de la aplicación del derecho internacional humanitario durante el año pasado.

Los Estados de la región avanzaron tanto al nivel de la participación en los tratados de derecho humanitario como con respecto a su aplicación nacional. En el 2003 hubo un total de 28 nuevas adhesiones o ratificaciones en 13 tratados diferentes. Conciernen la protección de los niños en los conflictos armados, la protección de los bienes culturales y la prohibición de ciertas armas. Con respecto a las armas conviene señalar también que se adoptó en noviembre de 2003 un nuevo tratado con el fin de reducir al mínimo los riesgos y efectos de los restos explosivos de guerra. Se trata del quinto protocolo a la Convención de 1980 sobre las armas convencionales. 

En cuanto a la aplicación nacional de los tratados cabe destacar los esfuerzos que se realizaron en el ámbito del derecho penal. A finales de 2003, 8 Estados disponían de un proyecto de ley sobre la represión de los crímenes de guerra mientras que 7 Estados se encontraban en el proceso de redactar un proyecto en la materia. Generalmente, los Estados aprovechan las reformas que realizan en el marco de la aplicación del Estatuto de Roma para adecuar el derecho penal a los requisitos de los Convenios de Ginebra y su Protocolo adicional I. Eso se manifiesta sobre todo en cuanto a la tipificación de los crímenes de guerra donde tratan conciliar las figuras delictivas definidas en los diferentes tratados. Proyectos de leyes como aquellos desarrollados en Brasil o en el Perú destacan por reflejar el estado del derecho internacional penal en la actualidad. 

Los avances en la aplicación nacional del derecho internacional humanitario no se limitan al derecho penal. Así, se finalizaron proyectos de leyes sobre la protección de los emblemas de la cruz roja y de la media luna roja en 3 Estados mientras que en 2 Estados más proyectos similares estaban en el proceso de redacción. Cabe señalar que el proyecto de ley sobre el emblema en Colombia se adoptó el 2 de enero de 2004.

Por lo que concierne la regulación de las armas, 2 Estados elaboraron proyectos de leyes sobre la prohibición de las armas químicas y 2 más habían preparado proyectos de leyes sobre la prohibición de las minas antipersonales. 

Sobre estas últimas conviene recordar que se celebrará la Primera Conferencia de Revisión del Tratado de Ottawa en Nairobi, Kenia, del 29 de noviembre al 3 diciembre de 2004. La conferencia evaluará los avances que se han logrado desde la entrada en vigor del Tratado de Ottawa en 1999. Definirá también la acción para los siguientes cinco años con el propósito de cumplir con los objetivos humanitarios del tratado. El CICR considera que la Conferencia de Revisión constituye una etapa crucial incluso para evaluar la adopción de leyes que aplican el Tratado de Ottawa. En esta perspectiva, el CICR alienta a los Estados americanos de adoptar todas las medidas, incluyendo la imposición de sanciones penales, para prevenir y reprimir las violaciones del Tratado de Ottawa. Quisiera también recordar el seminario regional de acción contra las minas en América que se celebrará en Quito del 2 al 4 de julio de 2004. Presenta una oportunidad para los Estados de presentar los avances realizados, en particular en seguimiento de la resolución AG/RES 1936 (XXXIII-0/03) "Las Américas: Zonas Libre de Minas Terrestres Antipersonal" de la Asamblea General de la OEA, y la Declaración de Lima "Por un hemisferio libre de minas antipersonal" del 15 de agosto de 2003. 

En el ámbito de la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado, cabe resaltar los esfuerzos realizados por parte de El Salvador, Guatemala y Nicaragua para señalar sus sitios históricos de acuerdo con los requisitos de la Convención de 1954. 

Al respecto quisiera informarles que el CICR está planeando un evento en junio sobre la materia para celebrar el cincuentenario de la Convención de 1954 en el continente americano así como para profundizar algunos aspectos relativos a la aplicación de la convención y sus dos protocolos. 

En cuanto a la integración del derecho internacional humanitario por parte de las fuerzas armadas los Estados continuaron adoptando medidas concretas para garantizar que los miembros de las fuerzas armadas ajusten su comportamiento a la normativa internacional. Estos esfuerzos implicaron incluso la preparación de manuales militares.

En este sentido, cabe señalar que Colombia adoptó el 13 de febrero de 2003 la directiva No 800-4 que dispone que los comandantes militares tendrán en cuenta las normas del derecho de los conflictos armados en la planificación, conducción y desarrollo de las operaciones militares. Además, ordena que los sistemas de evaluación de las operaciones se ajusten a las normas del derecho internacional humanitario. 

En Perú fue inaugurado en febrero de 2003 el "Centro de derecho internacional humanitario de las fuerzas armadas peruanas", cuya finalidad es apoyar la integración del derecho internacional humanitario en la formación y doctrina de las fuerzas armadas del Perú.

Al nivel de la enseñanza académica del derecho internacional humanitario gran número de las universidades en el continente había integrado esta disciplina en sus planes de estudios, en particular en cuanto a las facultades de derecho se refiere. Cumplen entonces con una obligación clave que dimana de los tratados mismos. 

Conviene destacar el papel importante que las comisiones nacionales de derecho internacional humanitario desempeñan tanto para facilitar la ratificación de tratados como la adopción de medidas nacionales de aplicación. Al respecto hay que resaltar que el número de dichas comisiones aumentó con la creación de la comisión brasileña en noviembre del 2003. Con ello, son 15 Estados americanos que disponen de tal estructura. Dos más prepararon proyectos de decretos con el propósito de establecer una comisión de derecho internacional humanitario a su vez próximamente.

El apoyo de la OEA a la labor de las comisiones de derecho internacional humanitario ha sido particularmente valioso en el 2003. En efecto, con el apoyo de la Secretaría General se organizó una reunión de todas las comisiones del continente en Guatemala a finales de agosto de 2003. Los gobiernos de Guatemala y de Canadá contribuyeron también substancialmente a este evento que ha permitido trazar un balance del funcionamiento de las comisiones así como encontrar soluciones para fortalecer su labor. 

Señor Presidente,

Hace un año, en la Sesión Especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos dedicada al derecho internacional humanitario, el CICR pudo informar a los Estados americanos acerca de los resultados de la conferencia internacional de expertos sobre las personas desaparecidas que se llevó a cabo en Ginebra en febrero de 2003.

Tal vez el resultado más importante fue la elaboración de recomendaciones detalladas para una acción concreta al nivel de los Estados. En América Latina se dio un primer paso en esta dirección con la organización de una conferencia regional de expertos en Lima a finales de mayo de 2003. Asistieron representantes de 19 Estados americanos así como expertos de organizaciones internacionales, regionales y nacionales. El Ministerio de Relaciones exteriores del Perú y el CICR convocaron la reunión. 

La conferencia de Lima permitió un acercamiento regional a la problemática de las personas desaparecidas en relación con una situación de conflicto armado o violencia interna. En este sentido, preparó el terreno para que los Estados de la región brinden mayor atención a las medidas que deben tomar para prevenir las desapariciones, esclarecer la suerte que han corrido los desaparecidos y para asistir a sus familiares. 

Al nivel preventivo dichas medidas implican, entre otros, que las personas privadas de libertad en relación con una situación de violencia interna sean sistemáticamente registrados, su condición notificada a las autoridades competentes y que puedan mantener algún contacto con sus familiares. Se requiere que existan órdenes e instrucciones que prohíban las desapariciones así como leyes que castiguen a los responsables. Si se encuentran restos humanos deben ser tratados con respeto y según los procedimientos aprobados por las autoridades. 

Los familiares tienen un derecho a saber lo ocurrido. En el caso del derecho internacional humanitario el Protocolo adicional I a los Convenios de Ginebra contiene una disposición explicita al respecto (artículo 32 PA I). Conlleva la obligación por parte de los Estados de realizar todas las diligencias necesarias para facilitar la información. Además, los familiares tienen necesidades de índole material, económica, psicológica, jurídica y administrativa las cuales requieren debida atención por parte de las autoridades.

Frente a los diversos aspectos jurídicos y prácticos que se deben tomar en cuenta para resolver el problema de la desaparición de personas, se contempla analizar la normativa y los mecanismos vigentes en los Estados para identificar las medidas concretas que todavía tienen que adoptar para cumplir con sus obligaciones. El CICR hará todo lo que esté a su alcance para apoyar estos esfuerzos. 

Muchas gracias, señor Presidente.

B. Presentación de la Misión Permanente de Perú ante la OEA sobre la Conferencia Regional sobre Personas Desaparecidas en Relación con un Conflicto Armado o una Situación de Violencia Interna, celebrada en Lima, del 28 al 30 de mayo de 2003 (Seguimiento y perspectivas)
Con ocasión de esta sesión especial sobre derecho internacional humanitario (DIH) que organiza cada año la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la Organización de Estados Americanos (OEA), el Estado peruano hace propicia la oportunidad para informar a los Estados miembros de la Organización sobre la Conferencia regional sobre personas desaparecidas en relación con un conflicto armado o una situación de violencia interna, desarrollada en Lima, Perú, del 28 al 30 de mayo del 2003.

Ya la Asamblea General de la OEA, a través de su Resolución AG/RES 1904, de 4 de junio del 2002, "preocupada por la desaparición de personas y la toma de rehenes especialmente durante los conflictos armados, así como por el sufrimiento que esto causa a los familiares y personas cercanas durante y después de haber finalizado el conflicto", en su párrafo décimo cuarto resolvía "instar a las partes en conflicto armado a tomar medidas inmediatas para determinar la identidad y situación de las personas reportadas como desaparecidos".

Precisamente, en el 2001, la comunidad internacional respondía al llamado que el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) planteaba al sentar las bases de una Conferencia internacional de expertos gubernamentales y no gubernamentales sobre la problemática de los desaparecidos.   

Dicha conferencia se llevó a cabo en Ginebra, del 19 al 21 de febrero del 2003, enmarcando sus temas de reflexión en torno a tres ámbitos de medidas relacionadas a esta problemática: aquéllas que permiten prevenir o evitar las desapariciones en contextos de conflicto armado o violencia interna; las que tienen por objeto establecer directrices o parámetros de acción cuando una persona es dada por  desaparecida; y finalmente, medidas que debieran dar respuesta o cubrir las necesidades de los familiares de un desaparecido. 

El Perú participó no solamente de los trabajos preparatorios de esta Conferencia sino que contempló una representación interinstitucional en la propia Conferencia de Ginebra (Ministerio de Relaciones Exteriores, la Defensoría del Pueblo, el Ministerio Público, la Comisión de la Verdad y Reconciliación, y el Equipo Peruano de Antropología Forense).  

No obstante, como el Estado peruano anunciara en esta misma sesión en el 2003, resultaba especialmente pertinente que las observaciones y recomendaciones de la Conferencia de Ginebra pudieran ser materia de reflexión en el contexto de nuestra región.  

Es así que a iniciativa del Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú, en coordinación con el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), del 28 al 30 de mayo del 2003 se llevó a cabo en Lima la Conferencia regional sobre personas desaparecidas como consecuencia de un conflicto armado o una situación de violencia interna. 

Esta Conferencia contempló cuatro ejes de debate, uno primero sobre las medidas de prevención de la desaparición de personas; uno segundo sobre los mecanismos relativos al esclarecimiento de la situación de las personas desaparecidas; uno tercero sobre la gestión de restos humanos e información sobre los muertos; y un cuarto eje relativo a los mecanismos de apoyo a las familias de personas desaparecidas.

Con la participación de diecinueve países del continente así como ocho instituciones en calidad de observadoras, la Conferencia de Lima arribó a conclusiones transversales a los ejes de debate mencionados.

Por ejemplo, una de las conclusiones de esta Conferencia estuvo referida a que en el ámbito de la prevención, investigación y sanción eficaz de los casos de desaparición de personas, se requiere de un fortalecimiento de los sistemas de justicia.

En lo que atañe al esclarecimiento de la situación de personas desaparecidas, se sostuvo que los Estados debieran contar con sistemas de registro que permitan recopilar y centralizar información relativa a estas situaciones como un mecanismo que favorezca las posibilidades de informar a las familias sobre la suerte que han corrido sus seres queridos.

Sobre el tratamiento de restos humanos, se planteó que es prioritario difundir a nivel de las autoridades concernidas y de la sociedad civil, la existencia y el necesario respeto de normas relativas a la protección de los restos humanos y la importancia que esto tiene en función de resguardar pruebas o evidencias para eventuales procesos de investigación e identificación.

Finalmente, en cuanto al apoyo a las familias de personas desaparecidas, se hizo hincapié en que los programas de reparación debieran tener un enfoque dinámico que les permita adecuarse a las necesidades reales de las familias, necesidades que varían dependiendo del tiempo transcurrido desde el momento en que se produce la desaparición y de la etapa en que se encuentre la situación de conflicto armado o violencia interna.

Tomando en cuenta las conclusiones y las reflexiones de la Conferencia de Lima, es posible resaltar que incluso de forma antelada a la Resolución OEA AG 1944 de junio del 2003, la región tuvo la oportunidad de abordar ya las complejas aristas de la problemática de las personas desaparecidas en seguimiento a la mencionada Conferencia de Ginebra.

Recordemos que en junio de 2003, la Asamblea General de OEA, a través del punto sexto de su resolución 1944, decidía "Instar  a las partes en conflicto armado a tomar medidas para determinar la identidad y situación de las personas reportadas como desaparecidas, e invitar a los Estados Miembros a que consideren  la  difusión y aplicación de las observaciones y recomendaciones aprobadas por la Conferencia Internacional de expertos gubernamentales y no gubernamentales sobre las personas desaparecidas, celebrada en Ginebra, Suiza, entre los días 19 y 21 de febrero de 2003". 

Ahora bien, no obstante haber constituido la Conferencia de Lima un espacio de reflexión sobre la problemática descrita, consideramos que resulta de mayor trascendencia el seguimiento que se le pueda dar a dicha Conferencia.  En tal sentido, esta sesión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos resulta propicia para poner en agenda de los Estados miembros de la región la necesidad de evaluar en qué punto nos encontramos luego de que las Actas de la Conferencia de Lima fueran transmitidas por el Presidente del CICR, Sr. Jacob Kellenberger, a los cancilleres de los países participantes en la Conferencia.

En el caso peruano, consideramos oportuno informar, por un lado, la formulación de una promesa relativa a la problemática de las personas desaparecidas, hecha por Estado peruano en el marco de la Conferencia Internacional del Movimiento de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, en diciembre del 2003.  Dicha promesa traduce el compromiso del Perú respecto de "Sentar bases concretas para la adopción de medidas o mecanismos coherentes y coordinados que permitan dar respuestas ante la problemática de las personas desaparecidas y sus familiares, como consecuencia de un conflicto armado o una situación de violencia interna.  Particularmente en los ámbitos de la "prevención", de desapariciones, el "esclarecimiento" de la suerte de las personas desaparecidas, la "identificación o tratamiento de los restos humanos" y la "reparación" colectiva o individual de los familiares".

Por otro lado, cabe mencionar el detallado análisis que sobre la problemática de desaparición de personas pudo realizar la Comisión de la Verdad y Reconciliación en el Perú. Análisis que permite hoy ensayar mecanismos de respuesta a dicha problemática, básicamente, en torno al esclarecimiento de los hechos así como a la reparación de los familiares afectados por esta situación.

En este contexto, consideramos oportuno reiterar la importancia del seguimiento que cada país pueda dar a todas las conclusiones y recomendaciones que en foros universales o regionales se hayan articulado sobre la problemática de las personas desparecidas y sus familiares.  

La Conferencia de Lima de mayo pasado tuvo por objeto impulsar a la región a tomar mayores acciones sobre el particular.  Seguramente, la sesión del próximo año será propicia para compartir nuevos alcances sobre la adopción de mecanismos eficaces de respuesta frente a esta problemática.

C. Jorge García González, Jefe, Secretaría Técnica de Mecanismos de Cooperación Jurídica, Subsecretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA.
El señor Jorge García González, Jefe de la secretaría Técnica de Mecanismos de Cooperación Jurídica de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA, realizó una breve presentación sobre los objetivos, organización, contenido, alcances, participantes y resultados del Primer Encuentro de Comisiones Nacionales de Derecho Internacional Humanitario de América, el cual se llevo a cabo, en cumplimiento de los mandatos de la Asamblea General de la OEA y bajo el auspicio conjunto de la Secretaría General de esta Organización y el Comité Internacional de la Cruz Roja, en La Antigua, Guatemala, durante los días 27 a 29 de agosto de 2003. Sobre el particular, se distribuyó entre las delegaciones una publicación con las memorias del evento, la cual también se encuentra publicada en la página en "Internet" de la OEA en la siguiente dirección:
http://www.oas.org/juridico/spanish/dih_actividades.htm 
Diálogo sobre el tema

Con respecto al Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), varias Delegaciones  reconocieron su larga trayectoria y esfuerzos permanentes para promover y difundir el conocimiento de esta materia en el Hemisferio (y a nivel mundial).  Mencionaron la incesante labor que el CICR ha realizado a nivel bilateral con los Estados, con las personas y las instituciones pertinentes para la implementaron del DIH en los sistemas nacionales, así como en el sistema interamericano. Finalmente, resaltaron la extensa y fructífera relación cooperación entre la OEA y el CICR, siendo una muestra de ello, la participación del CICR, con status de invitado especial, en las Asambleas Generales de la Organización.
Otras Delegaciones agradecieron la labor del CICR al capacitar y crear conciencia entre las fuerzas armadas y la población civil sobre el respeto del DIH. 

Varias Delegaciones hicieron mención del papel que desempeña el CICR en el seguimiento al cumplimiento de la Convención de Ottawa sobre Minas Antipersonales. Al respecto comentaron que se está negociando en Ginebra la prohibición de usar aquellos tipos de minas antipersonales aun no incluidos en las convenciones vigentes.
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�.	Preparada con base en los textos de las presentaciones recibidas hasta el día 27 de abril de 2004.


�.	Los textos de las presentaciones de los Estados Miembros y de las ponencias de los expertos no han sido modificados en forma alguna al insertarse en este informe de la Presidencia.


�.	AG/RES. 1929 (XXXIII-O/03) Promoción de la Corte Penal Internacional


�.	Estados Unidos de América


�.	Haití (Crisis Humanitaria)


�.	Guatemala (Congreso)


�.	Cuba y República Dominicana


�.	Chile (Congreso), El Salvador (Congreso), México (Cámara Diputados reforma y Senado Estatuto)


�.	Bahamas (Ejecutivo), Jamaica (Ejecutivo), Nicaragua (Ejecutivo), Suriname (Ejecutivo)


�.	Granada, Guyana, Saint Kitts & Nevis, Santa Lucia.


�.	Twenty-Fourth Meeting of the Conference of Heads of Government of the Caribbean Community. Press Release 95/2003 (4 July 2003). Vease en: http://www.iccnow.org/documents/statements/intergovtbodies/CARICOMbiaStatement4July03.pdf 


�.	Argentina, Belice, Bolivia Colombia, Costa Rica, Ecuador, Panamá , Paraguay, Perú, Trinidad y Tobago y Venezuela.


�.	Trinidad y Tobago.


�.	La Jurisdicción Universal es promovida por Amnistía Internacional y otras organizaciones de la CICC. Para conocer la posición de la Coalición en su conjunto recomendamos consultar el documentos Q&A sobre implementación. Ver: http://www.iccnow.org





